
ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – No se configuro el defecto por desconocimiento del precedente / RELIQUIDACIÓN DE PENSIÓN DE JUBILACION / REGIMEN PENSIONAL DE LOS DOCENTES - Regulación especial excluida de la aplicación de la Ley 100 de 1993

[S]e encuentra que la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 del Consejo de Estado estableció una regla relacionada con la forma de liquidación del IBL bajo los parámetros previstos en la Ley 33 de 1985, según la cual las pensiones de jubilación reguladas por dicha ley deben ser liquidadas con base en todos los factores salariales efectivamente devengados en el año anterior a la adquisición del estatus de pensionado, debido a que en dicha normativa no se indicaba en forma taxativa los factores salariales que conformaban la base de liquidación pensional, sino de manera enunciativa.  (…) Así las cosas, resulta del caso aclarar que la sentencia de unificación citada no se refirió al régimen especial de la pensión de jubilación aplicable a los docentes, sino que abordó el caso de un servidor cobijado por el régimen de transición de la Ley 100 de 1993. (…) En tal sentido, este criterio no resulta aplicable al caso en particular, puesto que la parte actora es beneficiaria del régimen especial docente y al respecto el tribunal demandado consideró que a efectos de la liquidación de la mesada pensional, sólo podían tenerse en cuenta los factores sobre los cuales efectivamente se realizaron los aportes pensionales, atendiendo al criterio general de los pronunciamientos de la Corte Constitucional, y en aplicación de las Leyes 33 y 62 de 1985. (…) Al respecto, la Sala manifiesta que si bien la Corte Constitucional, en las sentencias C-258 de 2013, SU-230 de 2015 y SU-395 de 2017 no se pronunció en concreto sobre el régimen de los docentes, lo cierto es que sí indicó que en procura de la sostenibilidad financiera del sistema pensional, todas las pensiones, independientemente del régimen que les sea aplicable, deben liquidarse conforme a los factores salariales frente a los cuales se realizaron efectivamente los aportes. (…) Por lo anterior, para esta Sección, el Tribunal demandado no incurrió en el desconocimiento de la sentencia del 4 de agosto de 2010, puesto que profirió la decisión atacada con base en el criterio general de los pronunciamientos de la Corte Constitucional y en la aplicación de las Leyes 33 y 62 de 1985 para concluir que solo se debería tener en cuenta los factores salariales sobre los cuales se realizaron los aportes pensionales. NOTA DE RELATORIA: En cuanto al criterio que fue rectificado, acerca de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se esté en presencia de la violación de derechos constitucionales fundamentales,  consultar: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 31 de julio de 2012, exp: 11001-03-15-000-2009-01328-01(IJ), C.P. María Elizabeth García González, Jaime Córdoba Triviño. En referencia a la diferencia entre antecedente  y precedente judicial, ver: Corte Constitucional, Sentencia T-102 de 25 de febrero de 2014, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, exp: T- 4.105.910.
FUENTE FORMAL: DECRETO 2591 DE 1991 / LEY 100 DE 1993 – ARTÍCULO 36 / LEY 33 DE 1985.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Bogotá, D.C., siete (7) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02894-01(AC)

Actor: GENNY YUSTI ORTIZ
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RISARALDA
Procede la Sala a resolver la impugnación presentada por el Tribunal Administrativo de Risaralda contra el fallo proferido el 31 de octubre de 2018, por medio del cual resolvió:

“1. Amparar los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso, invocados por la señora Genny Yusti Ortiz, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

1.1. En consecuencia, dejar sin efectos la sentencia del 27 de julio de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Risaralda, Sala Primera de Decisión, en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho número 6601-33-33-007-2016-00165-01.

 1.2. Ordenar al Tribunal Administrativo de Risaralda, Sala Primera de Decisión, que en el término de 20 días contados a partir de la notificación de esta providencia, dicte una sentencia de reemplazo en la que tenga en cuenta las consideraciones aquí expuestas.

(…)”

I. ANTECEDENTES
1. La petición de amparo
La señora Genny Yusti Ortiz, actuando por conducto de apoderado judicial, ejerció acción de tutela
 contra el Tribunal Administrativo de Risaralda - Sala Primera de Decisión, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y de acceso a la administración de justicia.

Consideró vulnerados sus derechos fundamentales por la referida autoridad al proferir la providencia del 27 de julio de 2018, mediante la cual se revocó la decisión emitida por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Pereira, autoridad judicial que el 31 de agosto de 2017, decidió acceder a las pretensiones de la demanda interpuesta en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que buscaba la reliquidación de su pensión de vejez para la inclusión de los factores salariales que no se tuvieron en cuenta para la liquidación de su pensión.

La providencia mencionada se expidió en el marco del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho iniciado por la señora Genny Yusti Ortiz contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, en adelante, Fomag. 

En consecuencia, la parte actora solicitó:

“Con fundamento en lo anteriormente expuesto solicito:

1. Se amparen los derechos fundamentales principio de igualdad, al Debido (sic) Proceso (sic), a la seguridad jurídica y al derecho a la igualdad de mí representada.

2. Se deje sin efectos ni valor alguno la providencia de fecha 27 de julio de 2018, emitida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, mediante el cual revoca la sentencia de primera instancia emitida por el Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira y ordena condenar en costas a la parte demandante.

3. Se ordene al Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, revoque la sentencia emitida en segunda instancia y en consecuencia proferir un nuevo fallo de segunda instancia dentro del expediente de la referencia.

4. Se ordene al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Pereira remitir el expediente al Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda para lo de su conocimiento.”

La petición de tutela tuvo como fundamento los siguientes:
1. Hechos 

Relató que laboró al servicio de la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda por varios años y que le fue reconocida su pensión de jubilación mediante la Resolución 0184 del 17 de marzo de 2014.

Destacó que en la Resolución 0184 de 2014 no se tuvieron en cuenta todos los factores salariales devengados al momento de adquirir el estatus pensional.

Manifestó que mediante una petición radicada el 11 de febrero de 2016, solicitó que se revisara la liquidación de la pensión reconocida para que se incluyera la totalidad de los factores salariales devengados, requerimiento que fue negado a través de las Resoluciones 216 y 242 del 16 y 24 de febrero de 2016, respectivamente.

Explicó que interpuso una demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Nación, el Ministerio de Educación y el Fomag para que se dejaran, parcialmente, sin efectos los actos administrativos mencionados y, en consecuencia, se reliquidara su beneficio pensional teniendo en cuenta la totalidad de los factores salariales que devengó durante el referido lapso. El proceso fue radicado bajo el número 66001-33-33-007-2016-00165-00.

Sostuvo que el proceso fue asignado en primera instancia al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Pereira, autoridad judicial que en la audiencia inicial, celebrada el 31 de agosto de 2017, decidió acceder a las pretensiones de la demanda.

Refirió que la parte demandada en el proceso ordinario interpuso el correspondiente recurso de apelación contra la providencia del juzgado, el cual fue asignado a la Sala Primera del Tribunal Administrativo de Risaralda.

Señaló que el Tribunal Administrativo de Risaralda mediante fallo del 27 de julio de 2018, revocó la decisión de primera instancia y, en su lugar, negó las pretensiones de la demanda con sustento en la sentencia SU-395 de 2017 en la que la Corte Constitucional indicó que el IBL no está incluido en el régimen de transición y, en consecuencia, al liquidar las pensiones bajo los regímenes anteriores a la Ley 100 de 1993, solo debían tenerse en cuenta los factores sobre los cuales el trabajador realizó los correspondientes aportes a la seguridad social.

3. Sustento de la petición
A juicio de la parte actora, la autoridad judicial demandada al proferir la sentencia del 27 de julio 2018 incurrió en el desconocimiento del precedente establecido por el Consejo de Estado en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010
, en la cual se precisó que el listado de los factores salariales que integran el ingreso base de liquidación de la pensión establecida para las Leyes 33 y 62 de 1985 no debe interpretarse de forma taxativa sino meramente enunciativa.

Explicó que la postura adoptada por el Tribunal Administrativo de Risaralda va en contravía con varias sentencias proferidas por el Consejo de Estado en sede de tutela en las que se le ha exigido a la autoridad judicial demandada corregir su error.

Citó las providencias del 6
 y 13 de septiembre de 2017
 y del 12 de abril de 2018
, proferidas por las Secciones Cuarta y Quinta del Consejo de Estado en las cuales se precisó que la reliquidación pensional le asiste pese a que la entidad no haya realizado algunos aportes a la seguridad social, puesto que ello no es impedimento para que se incluya en la liquidación de la pensión todos los factores salariales devengados al momento de adquirir el estatus, ya que es posible ordenar el descuento que por dichos conceptos haya lugar.

4. Actuación procesal en primera instancia

Mediante auto del 27 de agosto de 2018, el magistrado ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, admitió la solicitud de amparo y ordenó notificar esa decisión a la autoridad judicial demandada y, por tener interés en el resultado de la presente tutela, dispuso vincular a la Nación - Ministerio de Educación - Fomag. 

En el auto mencionado se indicó que no era necesario vincular al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Pereira.

5. Contestaciones e intervenciones 

5.1. Tribunal Administrativo de Risaralda

El magistrado ponente de la providencia objeto de reproche se opuso a la petición de amparo promovida por la demandante, al estimar que la decisión cuestionada no adolece de vicio alguno, pues se profirió con base en el análisis ponderado e integral de la totalidad de la normatividad y los pronunciamientos jurisprudenciales, tanto de esa corporación como de su superior funcional, aplicables al caso concreto y de las pruebas allegadas al expediente.

Explicó que al Tribunal Administrativo de Risaralda, al evidenciar dos posturas encontradas proferidas por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, optó por la postura del órgano de cierre constitucional y de tutela, razón por la cual no se encuentra incurso en el defecto sustancial por desconocimiento del precedente alegado.

5.2. Fiduciaria La Previsora S.A. 
El coordinador de tutelas de la Dirección de Gestión Judicial de la Previsora S.A. rindió el informe solicitado, en el cual  adujo que lo pretendido por la demandante es que se deje sin efectos la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Risaralda, de modo que están imposibilitados para emitir concepto alguno en el trámite incoado por la tutelante, de manera que requirió ser desvinculados por falta de legitimación en la causa por pasiva. 

5.3. Ministerio de Educación

El jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Educación rindió el concepto requerido en el que solicitó que se declarara improcedente la presente acción, toda vez que no están configurados plenamente los requisitos de procedibilidad de la acción. 

6. Sentencia de primera instancia

La Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante providencia de 31 de octubre de 2018, amparó los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso de la señora Genny Yusti Ortiz, en consecuencia, dejó sin efectos el fallo objeto de reparo y ordenó a la autoridad judicial censurada proferir una decisión de reemplazo
. 

Lo anterior, al considerar que el Tribunal Administrativo de Risaralda en la providencia de 27 de julio de 2018 incurrió en defecto sustantivo porque denegó las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho con base en reglas jurisprudenciales que no se aplican al caso concreto. 

Explicó que la providencia objeto de censura incurrió en un defecto sustantivo por indebida aplicación de las reglas de interpretación de la sentencia SU-395 de 2017 (que reiteró las reglas de interpretación de las providencias C-258 de 2013 y SU-230 de 2015).

Explicó que el defecto se presentó porque las reglas aplicables a los docentes vinculados antes de la expedición de la Ley 812 de 2003 no pueden ser las sentencias C-258 de 2013 y SU-230 de 2015, ya que estas se basan en las reglas del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, régimen al que no están sometidos los docentes.

Precisó que si bien el Tribunal Administrativo de Risaralda señaló que los docentes estaban sujetos a normas especiales, terminó aplicando de manera indebida el precedente de la Corte Constitucional, que no rige para quienes se encuentran cobijados por el régimen docente, como el caso de la demandante.

7. Impugnación

El magistrado ponente de la decisión atacada impugnó el fallo proferido en primera instancia y solicitó que se revoque el amparo concedido por el a quo y, en su lugar, se nieguen las pretensiones de la acción de tutela de la referencia
. 

Reiteró los argumentos expuestos en el informe rendido en el trámite de primera instancia en relación con que la decisión enjuiciada obedeció a la aplicación del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia vigente, lo que permite concluir que no ha incurrido en la vulneración de derecho fundamental alguno.

Explicó que en la sentencia enjuiciada se concluyó que la mesada pensional de la demandante estaba liquidada correctamente y en esas condiciones no se debía modificar con base en la inclusión de otros factores salariales, puesto que no se encuentra probado que frente a aquellos se haya realizado las respectivas cotizaciones y, por otra parte, no son de los enlistados en el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, modificatoria de la Ley 33 de 1985, por lo que no podían ser incluidos para calcular el monto de la pensión, en los términos de la sentencia SU-395 de 2017. 

8. Trámite en segunda instancia

Mediante auto del 12 de diciembre de 2018 el despacho sustanciador consideró necesario vincular al proceso al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Pereira, toda vez que dictó la sentencia de primera instancia en el proceso ordinario presentado por la demandante.

La vinculación se realizó el 18 de diciembre de 2018, pero el juzgado mencionado guardó silencio.

Por otra parte, y con el fin de dar cumplimiento al fallo constitucional de primera instancia, el Tribunal Administrativo de Risaralda, profirió sentencia de reemplazo el 30 de noviembre de 2018
.

II. CONSIDERACIONES 
2.1. Competencia

La Sala es competente para conocer de la impugnación promovida contra la sentencia emitida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado el 31 de octubre de 2018, en atención a lo consagrado por el Decreto 2591 de 1991, el artículo 2.2.3.1.2.4 del Decreto No. 1069 de 2015 (modificado por el Decreto 1983 de 2017) y por el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2.2. Cuestión Previa

Previo a resolver el fondo del asunto, observa la Sala que la sociedad La Previsora S.A. en el informe rendido en la presente acción, solicitó su desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva, sin que ello hubiese sido resuelto por el a quo, por lo que se realizará el pronunciamiento que corresponda en la presente providencia. 

Al respecto, se advierte que dicha solicitud no procede teniendo en cuenta que la vinculación de La Previsora S.A. al proceso se hizo en atención al interés que le asiste en las resultas del presente trámite debido a que integró la parte demandada en el proceso ordinario que originó la providencia judicial controvertida.

2.3. Problema jurídico
De conformidad con los antecedentes, corresponde a la Sala determinar si hay lugar a confirmar, revocar o modificar la decisión de primera instancia, para lo cual deberá analizarse si el Tribunal Administrativo de Risaralda, en la providencia cuestionada, vulneró los derechos fundamentales invocados por la demandante al desconocer el precedente trazado por la Sección Segunda del Consejo de Estado en la sentencia del 4 de agosto de 2010, según el cual las pensiones de jubilación de las personas cobijadas por la Ley 33 de 1985 se deben liquidar teniendo en cuenta todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios.

Para abordar el problema jurídico planteado se analizarán los siguientes aspectos: i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial y; ii) el fondo del reclamo.

2.4. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012
, unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, y en ella concluyó: 

“…si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

Conforme al anterior precedente, es claro que la Corporación ha modificado su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, conforme a él, es necesario estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento por la jurisprudencia, como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Así, para la Sala ahora es importante precisar bajo qué parámetros se hará ese estudio, pues la sentencia de unificación se refirió a los “…fijados hasta el momento jurisprudencialmente…”. En efecto, sabido es que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 constitucional y, por ende, la procedencia de esta acción constitucional contra providencia judicial no puede ser ajena a esas características. 

La Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que  se  conceda o niegue el  derecho al amparo –procedencia sustantiva– y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto –procedencia adjetiva–.

En ese orden, primero se verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado; y iii) inmediatez.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la Sección declarará improcedente el amparo solicitado y no entrará a analizar el fondo del asunto.

Por el contrario, cumplidos esos parámetros, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural.

2.5. Caso concreto
La parte actora estima que el Tribunal demandado vulneró sus derechos fundamentales con la providencia demandada, por medio de la cual revocó la decisión adoptada por el a quo para, en su lugar, negar las súplicas de la demanda que presentó en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, con la finalidad de obtener la nulidad del acto administrativo que no ajustó su pensión de jubilación con la totalidad de los factores salariales percibidos durante su último año de servicios al cumplimiento de su estatus pensional como docente.

Previo al estudio de fondo del caso concreto, es necesario precisar que si bien esta Sección en casos similares al aquí estudiado
, amparaba el derecho fundamental al debido proceso invocado por los docentes accionantes, también lo es que a partir de este proveído, se recoge dicho criterio, conforme pasa a analizarse:

Para resolver el problema jurídico planteado, la Sala realizará un recuento sobre el régimen aplicable a los docentes, para luego, abordar el estudio de los cargos planteados de forma separada, así:

i) El régimen legal aplicable al sector docente en relación con el IBL para pensionados cuya vinculación sea anterior a la Ley 812 de 2003

ii) Si la autoridad judicial demandada desconoció el precedente por la «inaplicación de la jurisprudencia vinculante del Consejo de Estado», al sustentar su decisión en la línea trazada por la Corte Constitucional en relación con el ingreso base de liquidación (IBL).

2.5.1. Régimen legal aplicable al sector docente en relación con el IBL para pensionados cuya vinculación sea anterior a la Ley 812 de 2003
La Ley 100 de 1993 al circunscribir su campo de aplicación, dispuso que el sistema general de pensiones se aplicaría a todos los habitantes del territorio nacional, salvo los casos previstos en su artículo 279, entre las cuales se incluyó a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

«ARTÍCULO. 279. - Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas.

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. (Subrayado Declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-461 de 1995)». 
Por lo tanto, es claro que la referida norma exceptuó a los docentes, disposición que fue ratificada por el Acto Legislativo 01 de 2005, que señaló expresamente en el parágrafo transitorio 1º lo siguiente:

«A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la República y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo’.

(…)

Parágrafo transitorio 1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003». (Subrayado fuera de texto original)

De la simple lectura de esa disposición en concordancia con el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, resulta evidente que persiste la existencia de una regulación especial para el reconocimiento de los derechos pensionales de los docentes, tal como lo reconoció la Sala en los fallos del 10 de agosto
, 6 de septiembre
 y 23 de noviembre de 2017
.

Para determinar cuál es el régimen aplicable a este sector (docentes), es necesario hacer referencia al artículo 81 de la Ley 812 de 2003, según el cual:

a) El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encontraban vinculados antes de la entrada en vigencia de dicha ley al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

b) Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la referida ley, quienes deben ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales del régimen de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en este, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres.

De lo anterior se deduce que el momento en el cual haya sido vinculado el docente, definirá el régimen pensional aplicable, pues si se trata de una persona vinculada con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, como ocurre en el presente caso,  se respetará la aplicación de las leyes que venían regulando su situación.

Es de anotar, que antes de la Ley 812 de 2003 la norma que regulaba el régimen pensional de los docentes era la Ley 91 de 1989 «Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio»; al respecto, esta ley estableció en el artículo 15: 

«A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley».

Además, es necesario tener en cuenta que antes de la Ley 100 de 1993, el régimen general de pensiones estaba contemplado en la Ley 33 de 1985, la cual fue modificada en algunos apartes por la Ley 62 de 1985.

Es así como el inciso segundo del artículo 1° de la Ley 33 de 1985 dispuso que no quedarían sujetos a la regla general de pensiones, los empleados oficiales que trabajaran en actividades que por su naturaleza justificaran la excepción, ni aquellos que por ley disfrutaran de un régimen especial. 

Por disposición del artículo 3° del Decreto 2277 de 1979 «Por el cual se adoptan normas sobre el ejercicio de la profesión docente», los educadores que prestaran sus servicios en entidades oficiales del orden Nacional, Departamental, Distrital, y Municipal, son empleados oficiales de régimen especial.

En ese sentido la especialidad del régimen comprende aspectos de administración de personal, situaciones administrativas, ascenso de los educadores, entre otros. Sin embargo, en materia de pensión ordinaria de jubilación los docentes no disfrutan de ninguna particularidad en su tratamiento de acuerdo con las normas que regulan su actividad. Por ello el Tribunal Administrativo acusado concluyó que el régimen de la pensión de jubilación aplicable a los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003, como sucede en el caso de la parte actora, corresponde a aquél previsto en las Leyes 33 y 62 de 1985
.

De conformidad con lo expuesto, la Sala concluye que el régimen de la pensión de jubilación aplicable a los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003, como sucede en el caso de la parte demandante, corresponde a aquél previsto en la Ley 91 de 1989
, que remite a la Ley 33 de 1985, la cual fue modificada por la Ley 62 de 1985. Además es importante indicar a pie de página que reguló cada norma o el artículo que nos interesa para el estudio del caso
.

2.5.2. Desconocimiento del precedente

Lo primero que advierte la Sala es que la parte demandante cumplió con la carga argumentativa requerida para estudiar el cargo planteado, pues identificó la providencia que alega como desconocida, la ratio que considera debe aplicarse en su caso y la incidencia que aquella tiene en la solución de la controversia.

La parte actora considera que el Tribunal demandado incurrió en el desconocimiento del precedente del Consejo de Estado por la «inaplicación de la jurisprudencia vinculante del Consejo de Estado», al sustentar su decisión en la línea trazada por la Corte Constitucional en relación con el ingreso base de liquidación (IBL).

La posición que ha sostenido la Sala frente a un presunto defecto por desconocimiento de precedente, corresponde al siguiente:

«…es la decisión, o el conjunto de decisiones, que sirven de referente al juez que debe pronunciarse respecto de un asunto determinado, por guardar una similitud en sus presupuestos fácticos y jurídicos, y respecto de los cuales la ratio decidendi constituye la regla… que obliga al operador jurídico a fallar en determinado sentido’
…»

Adicionalmente, debe precisarse que esta Sección en reiterados pronunciamientos ha indicado que el concepto de precedente hace referencia a la regla de derecho determinante del sentido de la decisión y su contenido específico, es decir, la ratio decidendi, la cual no está atada al número de decisiones, dado que solo basta una providencia en donde se especifique una regla o subregla de derecho.

Asimismo, se ha destacado que el carácter vinculante de las reglas o subreglas de derecho creadas por las Altas Cortes, encuentra su fundamento en la jerarquía del juez, a sus funciones asignadas por la norma superior y a la garantía de los principios de igualdad y seguridad jurídica, así como, en la coherencia del ordenamiento jurídico.

Por tanto, la parte que invoca el desconocimiento de un precedente jurisprudencial, debe cumplir con la carga mínima de i) identificar la decisión que considera desatendida, ii) la ratio de la misma aplicable a la solución del nuevo caso que se somete a la jurisdicción dada la analogía con la litis anterior, y iii) la incidencia de esta en la decisión final que adopte el fallador de instancia.

Para el caso concreto, se observa que el Tribunal cuestionado, revocó la decisión condenatoria proferida en primera instancia y, en su lugar, negó las pretensiones de la demanda presentada por la parte actora, luego de  explicar ampliamente y de haber justificado de manera rigurosa y razonada el por qué aquel no era aplicable al caso y porque acogía el razonamiento contenido en las sentencias SU 395 de 2017 y T-039 de 2018, expedidas por la Corte Constitucional, en armonía con el Acto Legislativo 01 de 2005, sin que en momento alguno desconociera que la docente pertenecía a un régimen exceptuado.

Según la posición de la Corte Constitucional, la cual reitera en la sentencia SU 395 de 2017, solo se deben tomar como factores de liquidación de la pensión aquellos ingresos recibidos efectivamente por el beneficiario que tengan carácter remunerativo del servicio y sobre los cuales se hubieran realizado las cotizaciones respectivas. 

A su vez, se encuentra que la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 del Consejo de Estado estableció una regla relacionada con la forma de liquidación del IBL bajo los parámetros previstos en la Ley 33 de 1985, según la cual las pensiones de jubilación reguladas por dicha ley deben ser liquidadas con base en todos los factores salariales efectivamente devengados en el año anterior a la adquisición del estatus de pensionado, debido a que en dicha normativa no se indicaba en forma taxativa los factores salariales que conformaban la base de liquidación pensional, sino de manera enunciativa. 

Así las cosas, resulta del caso aclarar que la sentencia de unificación citada no se refirió al régimen especial de la pensión de jubilación aplicable a los docentes, sino que abordó el caso de un servidor cobijado por el régimen de transición de la Ley 100 de 1993.

En tal sentido, este criterio no resulta aplicable al caso en particular, puesto que la parte actora es beneficiaria del régimen especial docente y al respecto el tribunal demandado consideró que a efectos de la liquidación de la mesada pensional, sólo podían tenerse en cuenta los factores sobre los cuales efectivamente se realizaron los aportes pensionales, atendiendo al criterio general de los pronunciamientos de la Corte Constitucional, y en aplicación de las Leyes 33 y 62 de 1985. 

Al respecto, la Sala manifiesta que si bien la Corte Constitucional, en las sentencias C-258 de 2013, SU-230 de 2015 y SU-395 de 2017 no se pronunció en concreto sobre el régimen de los docentes, lo cierto es que sí indicó que en procura de la sostenibilidad financiera del sistema pensional, todas las pensiones, independientemente del régimen que les sea aplicable, deben liquidarse conforme a los factores salariales frente a los cuales se realizaron efectivamente los aportes.

Por lo anterior, para esta Sección, el Tribunal demandado no incurrió en el desconocimiento de la sentencia del 4 de agosto de 2010, puesto que profirió la decisión atacada con base en el criterio general de los pronunciamientos de la Corte Constitucional y en la aplicación de las Leyes 33 y 62 de 1985 para concluir que solo se debería tener en cuenta los factores salariales sobre los cuales se realizaron los aportes pensionales
.

Igualmente, esta Sala advierte que en la actualidad no existe en el Consejo de Estado una posición unificada sobre los factores salariales que se deben incluir para calcular el IBL a efecto de la liquidación de las pensiones de jubilación de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
.

Por ello, la Sección Segunda de esta Corporación decidió asumir el conocimiento en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho
 con el fin de unificar la jurisprudencia sobre los siguientes temas:

«1.- Alcance de la subregla fijada sobre los factores salariales que deben incluirse en la liquidación de la mesada pensional bajo el régimen general de la Ley 33 de 1985, en el sentido que: “solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional”. La Sección Segunda del Consejo de Estado debe definir si esta subregla aplica para los docentes oficiales nacionales y nacionalizados vinculados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio cuyo régimen pensional se rige por la Ley 91 de 1989. 

2.- Régimen de pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 15, numeral 2, literales A y B de la Ley 91 de 1989. 

En este tema se debe abordar la interpretación del régimen previsto en los literales A y B de la norma citada, que comprende, según la fecha de vinculación al servicio: 

A. Una pensión ordinaria de jubilación para los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que es compatible con la pensión gracia. 

B. Una única pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1o. de enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de ley. 

3.- Régimen pensional de prima media establecido en las leyes del Sistema General de Pensiones, aplicable a los docentes en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, en concordancia con el Acto Legislativo 01 de 2005.»

Por las anteriores razones, es claro que, contrario a lo anotado por la parte accionante, en su caso no se configuró el desconocimiento del precedente judicial.

Adicionalmente, es importante señalar que el Tribunal Constitucional al resolver en sede de revisión, un asunto de similares características fácticas y jurídicas
, al sometido en esta oportunidad al estudio de la Sala, concluyó que:

«[L]a decisión del Tribunal Administrativo de Nariño, Sala de Decisión Oral, se encuentra ajustada a derecho al negar las solicitudes de la accionante fundamentándose en los factores salariales contenidos en la Ley 33 de 1985 y 62 de 1985 y encontrando que sobre ellos no se efectuaron los aportes al sistema de seguridad social en los términos de las mencionadas normas, el Acto Legislativo 01 de 2005 y de las sentencias C-258 de 2013, SU-230 de 2015 y SU-427 de 2016 exponiendo las razones suficientemente sustentadas para apartarse del precedente sentado por el Consejo de Estado y acogerse a lo señalado por la Corte Constitucional, lo cual considera, es de obligatorio cumplimiento, señalando que “dada la norma especial (ley 91 de 1989) no será aplicable el promedio de los factores salariales devengados en los últimos 10 años de servicios tal como se expresa la sentencia SU-230 de 2015 y SU-427 de 2016, sino será procedente el cálculo de la mesada pensional con base en los factores salariales sobre los cuales se cotizó en el último año de servicios anterior a la adquisición del status pensional, por criterios de especialidad de la norma”

Por lo anterior, habrá de ser revocada la decisión de tutela proferida por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, en única instancia y se negará la solicitud de amparo propuesta por la señora Fanny Acosta Santacruz por cuanto la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, Sala de Decisión Oral se encuentra ajustada a derecho
.»
De acuerdo con la anterior sentencia de tutela que representa un criterio auxiliar de interpretación por tratarse de una sentencia T que no fue proferida por el pleno de la Sala del Máximo Órgano de la Jurisdicción Constitucional, la autoridad judicial allí cuestionada no incurrió en ningún desafuero, al considerar que debía acogerse a la posición expuesta por la Corte Constitucional en las diferentes sentencias de unificación, pues los factores salariales a tener en cuenta para la liquidación de la pensión de aquélla docente son aquellos sobre los cuales se efectuaron los respectivos aportes pensionales.

En conclusión, resulta razonable el análisis que hizo la autoridad judicial de las normas aplicables a la liquidación de la pensión docente, esto es, las Leyes 33 y 62 de 1985, 91 de 1989 y 812 de 2003 y, si bien la Corte Constitucional, en las sentencias C-258 de 2013, SU-230 de 2015 y SU-395 de 2017 no se pronunció en concreto sobre el régimen de los docentes, lo cierto es que sí indicó que en procura de la sostenibilidad financiera del sistema pensional todas las pensiones, independientemente del régimen que les sea aplicable, deben liquidarse conforme a los factores salariales frente a los cuales se realizaron efectivamente los aportes al sistema, criterio que esta Sección acoge.

En atención a todo lo expuesto, la Sala revocará la sentencia del 31 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta de esta Corporación, mediante la cual se concedió el amparo de tutela y se dejó sin efectos la providencia del 27 de julio de 2017 proferida por la Sala Primera de Decisión del Tribunal Administrativo de Risaralda y, en su lugar, negará el amparo solicitado. Así mismo, se dejará sin efectos el fallo del 30 de noviembre de 2018, por medio del cual el Tribunal administrativo de Risaralda dio cumplimiento a la orden de tutela, objeto de impugnación.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Niéganse la solicitud de desvinculación propuesta por la Fiduprevisora S.A., por las razones expuestas en esta providencia.

SEGUNDO: Revócase la decisión proferida el 31 de octubre de 2018 por la Sección Cuarta del Consejo de Estado y, en su lugar, niégase el amparo solicitado, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Dejar SIN EFECTOS el fallo del 30 de noviembre de 2018, dictado por el Tribunal Administrativo de Risaralda, a través del cual dio cumplimiento a la orden de tutela, de conformidad con lo expuesto en este proveído.

CUARTO: Notifíquese a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

Salvamento de voto

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado

Aclaración de voto
SALVAMENTO DE VOTO / DERECHOS ADQUIRIDOS DE SERVIDORES PÚBLICOS - La Constitución contiene un mandato imperativo de respeto por los derechos adquiridos en materia prestacional / RÉGIMEN DE LIQUIDACIÓN DE LAS PENSIONES DE LOS DOCENTES OFICIALES - Regulación especial, régimen pensional previsto en la Ley 91 de 1989

[L]a Sección Quinta venía concluyendo pacífica y acertadamente que existe una regulación especial para el reconocimiento de los derechos pensionales de los docentes. Sin embargo, en la práctica la nueva postura asumida por la mayoría, termina por limitar los beneficios con los que se calculaba la prestación e iguala la pensión de los docentes con los demás empleados públicos que se rigen por la Ley 100 de 1993. (…). No obstante que el marco jurídico no ha cambiado y no existe una sentencia con efecto erga omnes o con alcance general que estudie el régimen docente oficial, que permita y justifique revaluar la postura establecida por la Sección Segunda, la mayoría de esta Sala procede a avalar, sin justificación alguna, el desconocimiento de esa sentencia de unificación con base en unas providencias generadas a partir de un marco jurídico claramente inaplicable a los docentes. (…) En todo caso, no puedo dejar pasar por alto que pretender establecer una regla fiscal a partir de los ingresos, las atribuciones constitucionales y los derechos adquiridos de los servidores públicos, resulta un despropósito si no se tiene en cuenta que el presupuesto estatal está compuesto de otros muchos rubros, muchos de ellos sin la prioridad o la categoría de un derecho laboral. (…)  Ni siquiera el hecho de haber proferido la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018 permite cambiar o “recoger” el esquema de decisión que había adoptado la Sección Quinta sobre el régimen de liquidación de las pensiones de los docentes oficiales. Esto por cuanto en el fallo citado se advirtió categóricamente lo siguiente: “La Sala Plena considera importante precisar que la regla establecida en esta providencia, así como la primera subregla, no cobija a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues fueron exceptuados del Sistema Integral de Seguridad Social por virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y su régimen pensional está previsto en la Ley 91 de 1989. Por esta razón, estos servidores no están cobijados por el régimen de transición.” (…). En los anteriores términos, dejo presentado mi salvamento de voto.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 86 / LEY 91 DE 1989 / LEY 100 DE 1993 - ARTÍCULO 279 / LEY 812 DE 2003 / DECRETO 1214 DE 1990
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

                  Consejera: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

SALVAMENTO DE VOTO 

Bogotá D.C, veintidós (22) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02894-01(SV)

Actor: GENNY YUSTI ORTÍZ

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER

SALVAMENTO DE VOTO

Con el acostumbrado respeto, expongo las razones por las cuales salvo mi voto respecto de la decisión adoptada por la Sala en el proceso de la referencia. En síntesis, mi desacuerdo con el fallo radica en los siguientes aspectos:

(i) La pensión de jubilación o vejez constituye un derecho económico y social y, por tanto, todos sus componentes están regidos por los principios de progresividad y de no regresión; aspectos estos protegidos por la Constitución Política y por normas internaciones de Derechos Humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad. Por tanto, limitar y disminuir su alcance o sus componentes, así sea a través de la vía jurisprudencial, sin que se cumpla con una exigente carga argumentativa, constituye un franco desconocimiento de valores superiores.

Esa cualidad de los DESC ha sido reconocida en múltiples oportunidades tanto por el Consejo de Estado como por la Corte Constitucional. En cuanto a esta, en providencia del 2015 se explicó lo siguiente:

“54. El principio de progresividad encuentra su fundamento normativo originario en el artículo 4º del Pacto Internacional Sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Su alcance ha sido ampliamente analizado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU (Comité DESC) en su Observación General No. 3, relativa a la naturaleza de las obligaciones contraídas por los Estados que suscribieron el Pacto y, en el orden interno, por la jurisprudencia de esta Corporación. 

55. El principio de progresividad prescribe que la eficacia y cobertura de las dimensiones prestacionales de los derechos constitucionales debe ampliarse de manera gradual y de acuerdo con la capacidad económica e institucional del Estado en cada momento histórico.

(…)

La constatación de que los derechos ubicados históricamente en ese grupo poseen esferas prestacionales no debe restarles fuerza normativa, sino que permite evidenciar la existencia de componentes prestacionales de los derechos constitucionales que son directamente aplicables y judicialmente exigibles.[31] Esos contenidos no están sometidos entonces al principio de progresividad y constituyen estándares mínimos de protección y corresponde al juez competente analizar, en cada caso, si se enfrenta a una de esas facetas para establecer la procedencia de la acción de tutela y el alcance de las órdenes a impartir.

 

56. Ahora bien, en relación con el mandato de progresividad, la Corte Constitucional tiene establecido que comporta: (i) la satisfacción inmediata de niveles mínimos de protección; (ii) el deber de observar el principio de no discriminación en todas las medidas o políticas destinadas a ampliar el rango de eficacia de un derecho; (iii) la obligación de adoptar medidas positivas, deliberadas, y en un plazo razonable para lograr una mayor realización de las dimensiones positivas de cada derecho, razón por la cual la progresividad es incompatible, por definición, con la inacción estatal; y (iv), la prohibición de retroceder por el camino iniciado para asegurar la plena vigencia de todos los derechos. 

57. El último aspecto, denominado prohibición de regresividad o prohibición de retroceso, se desprende de forma inmediata del mandato de progresividad y, de manera más amplia, del principio de interdicción de arbitrariedad, propio del Estado de Derecho: si un Estado se compromete en el orden internacional y constitucional a ampliar gradualmente la eficacia de los contenidos prestacionales de los derechos constitucionales, resulta arbitrario que decida retroceder en ese esfuerzo de manera deliberada.”

(ii) Esta Corporación, a través de la sentencia del 4 de agosto de 2010 y, puntualmente, la Sección Quinta, habían definido y reiterado cuáles son los componentes salariales a partir de los cuales se calculan las pensiones que están regidas por las leyes 33 y 62 de 1985. Adicionalmente, se había concretado qué régimen legal aplica a la prestación de los docentes oficiales que fueron vinculados antes de la Ley 812 de 2003. 

Esa postura se mantuvo estable por un largo tiempo y generó una doctrina jurisprudencial que al resultar más benéfica para la prestación de esos servidores, debería ser conservada en virtud de los principios de igualdad, confianza legítima y atendiendo que no se ha registrado una sola circunstancia de peso que permita variarla legítimamente. Sólo por citar tres ejemplos vale la pena referir los fallos dictados por la Sala el 10 de agosto
, 6 de septiembre
 y 23 de noviembre de 2017
. 

La Sala, como bien se reitera en la decisión de la que me aparto, reconocía el hecho de que a los docentes oficiales el Constituyente y el Legislador les han concedido un régimen especial de pensión. En efecto, la Ley 100 de 1993 al definir su ámbito de aplicación, dispuso que el sistema general de pensiones se aplicaría a todos los habitantes del territorio nacional, salvo los casos previstos en su artículo 279, en el cual se estableció: 

“ARTÍCULO. 279. - Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas.

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. (Subrayado Declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-461 de 1995)”. (Destacado por la Sala)

La mencionada excepción fue reafirmada por el Acto Legislativo 01 de 2005, que al efecto dispuso expresamente en el parágrafo transitorio 1º lo siguiente:

“A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la República y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo".

(…)

Parágrafo transitorio 1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". (Negrillas fuera del texto original).

A partir de ese marco jurídico la Sección Quinta venía concluyendo pacífica y acertadamente que existe una “regulación especial para el reconocimiento de los derechos pensionales de los docentes”. Sin embargo, en la práctica la nueva postura asumida por la mayoría, con fundamento en unas providencias que NO han estudiado las condiciones legales que rigen esa especialidad, terminan por limitar los beneficios con los que se calculaba la prestación e iguala la pensión de los docentes con los demás empleados públicos que se rigen por la Ley 100 de 1993.

Ahora bien, aclaro que no hay desacuerdo con el marco jurídico que la Sección identifica como aplicable a estos servidores. Sobre este aspecto, la tesis se ha mantenido inalterada en la medida en que sigue reconociendo que los problemas jurídicos se deben decidir teniendo en cuenta que antes de la Ley 812 de 2003, la norma que regía el régimen pensional de los docentes era la Ley 91 de 1989 y que de ella hay que remitirse al régimen general contemplado en la Ley 33 de 1985, y a algunos apartes de la Ley 62 de 1985.

Ese aspecto es clave, en la medida en que la nueva postura jurisprudencial de la Sección no se sustenta en nueva norma legal o constitucional (aspectos que permitirían replantear legítimamente el precedente propio e, incluso, justificar el retroceso sobre los componentes de la prestación), sino que me temo que corresponde solamente a una revisión espontánea de la importancia de la autonomía del Tribunal y a una nueva lectura de algunas sentencias de la Corte Constitucional. 

Mi discrepancia, entonces, nace del alcance normativo que la Sección avala sobre el artículo 1º de la Ley 62 de 1985. Esto por cuanto, a diferencia de lo que se venía estimando hasta febrero de 2019
, se permite a cualquier operador judicial que sin argumentación suficiente, excepcione la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 que había establecido los componentes de dichas normas. Recuérdese que para esta Sección era evidente que el marco legal de los docentes oficiales implicaba la aplicación de las siguientes tesis: 

(a) En la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 se sentó una regla en relación con la forma de liquidación del IBL a la luz de lo dispuesto en la Ley 33 de 1985, según la cual las pensiones de jubilación reguladas por dicha ley deben ser liquidadas con base en todos los factores salariales efectivamente devengados en el año anterior a la adquisición del estatus de pensionado, dado que en aquella no se indican en forma taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación pensional.

(b) La omisión de la administración para efectuar los correspondientes descuentos para aportes al sistema no podía ser un impedimento para que tales emolumentos se incluyeran en la liquidación pensional “(…) toda vez que aquellos pueden ser descontados por la entidad cuando se haga el reconocimiento prestacional”.
No obstante que el marco jurídico no ha cambiado y que no existe una sentencia con efecto erga omnes o con alcance general que estudie el régimen docente oficial, que permita y justifique revaluar la postura establecida por la Sección Segunda, la mayoría de esta Sala procede a avalar, sin justificación alguna, el desconocimiento de esa sentencia de unificación con base en unas providencias generadas a partir de un marco jurídico claramente inaplicable a los docentes. Esta última inferencia había sido reiterada por esta Sección en los siguientes términos:

“El Tribunal accionado, para fundamentar su decisión, hizo referencia a las sentencias de la Corte Constitucional C-258 de 2013, SU-230 de 2015 y SU-395 de 2017. 

Sin embargo, la Sala considera que el argumento invocado por el Tribunal deja de lado que las reglas sentadas en las mencionadas sentencias de constitucionalidad y unificación, sobre los factores salariales a ser tenidos en cuenta para la liquidación de las pensiones de jubilación, fueron dictadas en el contexto del régimen de transición regulado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual, como se ha reiterado a lo largo de esta providencia, no es aplicable al caso concreto, dada la calidad de docente de la tutelante.

(…)

Sin embargo, como lo anticipó la Sala, esta discusión resulta irrelevante en el caso concreto, dado que a la tutelante, por su condición de docente, le era aplicable el régimen pensional previsto en la Ley 33 de 1985 y 91 de 1989, y no pertenece a las personas beneficiarias del régimen de transición regulado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

En relación con la sentencia SU-395 de 2017, se tiene que dicha sentencia no hace referencia al régimen exceptuado que rige la pensión de jubilación de los docentes pues solo se pronunció en relación con el régimen de transición de la Ley 100 de 1993, por lo que no era aplicable al presente caso por cuanto, al haber sido vinculada como docente con anterioridad a la fecha de publicación de la Ley 812 de 2003, le corresponde el régimen consagrado en la Ley 33 de 1985, 91 de 1989 y 62 de 1985, no en virtud de la transición establecida en la Ley 100 de 1993, sino por pertenecer a un sistema exceptuado de dicha normatividad.

(…)

Así las cosas, como lo manifestó esta Sección en ocasiones anteriores, el Tribunal no podía invocar los aludidos pronunciamientos dictados por la Corte Constitucional para apartarse de la sentencia de unificación de 4 de agosto de 2010 del Consejo de Estado, ya que en éstos el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional sentó reglas relacionadas con la normatividad aplicable para determinar el IBL para efectos de la liquidación de pensiones de jubilación cobijadas por el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, situación distinta a la objeto de estudio en el sub judice, dado que éste no le era aplicable a la accionante, puesto que el régimen pensional docente está expresamente excluido de la aplicación de la Ley 100 de 1993.”

Mi disenso no implica una inmovilización o el congelamiento permanente de las reflexiones normativas que componen las providencias judiciales. Puntualizo que el cambio de postura no solamente requiere que se reconozca la existencia de una tesis previa que se pretende modificar (aspecto que es cumplido en este caso), sino que también exige que se hagan explícitas las razones que justifican la modificación de las reglas de decisión previas. 

Advierto que considerar razonable un análisis que es contrario a una SU de nuestra propia Corporación, constituye un factor de inseguridad jurídica que debilita el fundamento del órgano de cierre de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Este fallo no tiene en cuenta y omite estudiar que la sentencia del 4 de agosto citada, fijó una interpretación de la Ley 62 de 1985, en conjunto con otras normas jurídicas que componen el régimen pensional de los servidores públicos antes de la Ley 100 de 1993. En mi criterio, esa decisión no hizo apreciaciones al margen, sino que fijó una estructura hermenéutica sobre un derecho fundamental que debe ser reconocida antes de ser modificada.

Al verificar el fallo del Tribunal demandado, no encuentro un solo planteamiento que permita inferir la existencia de un “análisis razonable” para inaplicar la sentencia del 4 de agosto de 2010. En otras palabras, la providencia de la cual me aparto avala implícitamente que los operadores judiciales escojan de manera injustificada cuál es el régimen legal que define un derecho prestacional. 

Lo cierto es que el Tribunal demandado se limitó simplemente a dar una prevalencia mecánica a las sentencias de la Corte Constitucional. Sin embargo, estas decisiones, como se había aceptado por la mayoría de la Sección en muchas ocasiones, no constituyen un referente interpretativo aplicable a los asuntos ¿por qué? Simplemente porque estas se erigieron con fundamento en normas que, en principio y por mandato constitucional, no son aplicables a los docentes.

El fallo advierte que la SU del 4 de agosto de 2010 no estudió el régimen prestacional de los docentes oficiales. Esto es cierto. Pero también lo es que ninguna de las sentencias de unificación que desarrollan la tesis de la Corte Constitucional sobre el IBL, ha abordado y decidido esa cuestión. Desde ese plano, lo lógico es distinguir las razones de peso que justifican escoger una u otra postura hermenéutica. Siendo consecuente con la tesis que he venido sosteniendo, encuentro que la jurisprudencia que más se ajusta a las exigencias de estos casos sigue siendo la providencia dictada por la Sección Segunda.

No puedo dejar pasar por alto que en otros asuntos esta Sala ha advertido categóricamente que los jueces de inferior jerarquía no pueden desconocer las reglas de decisión definidas por los órganos judiciales de cierre. En reciente providencia, se planteó lo siguiente:

“No puede, en ese sentido, entenderse que los jueces jerárquicamente inferiores puedan válidamente apartarse del precedente generado por una Alta Corporación, por el solo hecho de motivar de forma razonada y suficiente su decisión, pues ello, generaría inseguridad y una violación directa del derecho a la igualdad.”

(iii) La mayoría solamente esgrime que se hace necesario adoptar el razonamiento incluido en las sentencias de la Corte Constitucional porque con ello se garantiza la sostenibilidad financiera del sistema pensional. Ante todo debo advertir que esa inferencia no tiene ningún sustento jurídico o empírico. Además, ese postulado parece sustentarse en el dogma indescifrable según el cual menguar la cuantía de las pensiones de los docentes ayudará eficazmente a equilibrar las finanzas estatales y todo el sistema pensional. 

Adicionalmente, se hace imperativo observar que, prima facie, ese razonamiento es inconstitucional por ser contrario al parágrafo del artículo 334 Superior:

“Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrán invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva.” (Negrilla fuera de texto original).

Me permito recordar que bajo la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 (Consejero ponente: VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA, radicación número: 25000-23-25-000-2006-07509-01 (0112-09), el Consejo de Estado también se ocupó de proteger las finanzas públicas, en la medida en que ordenó efectuar los descuentos a que haya lugar sobre los factores salariales que no hayan sido objeto de cotización:

“Entonces, si el querer del legislador consiste en que las pensiones se liquiden tomando como base los factores sobre los cuales se han efectuado aportes a la seguridad social no puede concluirse que, automáticamente, los factores que no han sido objeto de las deducciones de Ley deban ser excluidos del ingreso base de liquidación pensional, pues siempre es posible ordenar el descuento que por dicho concepto haya lugar.”

A la anterior tesis se podría anteponer que las medidas adoptadas por la Corte Constitucional en la SU 395 de 2017 (entre otras) son más idóneas para proteger las finanzas públicas. Sin embargo, una formulación de este tipo contiene, por lo menos, tres debilidades en relación con la situación jurídica de los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003: 

(a) Como he insistido, en ninguna de las sentencias de constitucionalidad o de unificación de tutela, la Corte ha analizado el régimen jurídico especial de esos servidores. Me temo que tampoco ha precisado de qué manera la aplicación de esa regla de decisión garantiza la sostenibilidad del sistema pensional. 

Por tanto, no existe una decisión que permita derivar la protección del sistema general de pensiones a partir de la restricción de la cuantía de las prestaciones de los docentes. Prevengo que pretender transponer esa formulación a un problema jurídico que cuenta con unas reglas jurídicas específicas, constituye el desconocimiento de varios principios generales del derecho y, principalmente, es una burla a la legalidad y a la progresividad de los DESC. Solo en el caso de evidenciar la existencia de verdaderas lagunas normativas para resolver el conflicto, sería válido acudir a decisiones que resuelven casos similares amparados en normas del sistema general de pensiones.

(b) No existe evidencia alguna de la que se pueda inferir que la postura de la Corte Constitucional constituye una mejor estrategia para proteger las finanzas del Estado. Por el contrario, si los descuentos referidos en la sentencia del 4 de agosto de 2010 se hacen de manera correcta, teniendo en cuenta factores como la indexación y el cálculo actuarial, pueden fortalecer el régimen especial prestacional de los docentes. 

(c) En todo caso, no puedo dejar pasar por alto que pretender establecer una regla fiscal a partir de los ingresos, las atribuciones constitucionales y los derechos adquiridos de los servidores públicos, resulta un despropósito si no se tiene en cuenta que el presupuesto estatal está compuesto de otros muchos rubros, muchos de ellos sin la prioridad o la categoría de un derecho laboral.

(iv) Es imprescindible agregar que la postura que venía reiterando la Sala explicaba que la autonomía judicial de los Tribunales demandados no puede considerarse como una opción legítima cuando se desconocen las premisas normativas y jurisprudenciales especiales que resuelven un conflicto. 

En estos asuntos había sido irrefutable, hasta ahora, que a los docentes les aplican las leyes 91 de 1989 y 33 de 1985 y que su régimen legal se encuentra amparado por el artículo 279, inciso 2º, de la Ley 100 de 1993, así como la sentencia C-461 de 1995
, entre otras. 

Si se intenta plantear el desconocimiento de esa premisa a partir de la propia Constitución Política, advierto que ella misma contiene un mandato imperativo de respeto por los derechos adquiridos en materia prestacional. El artículo 48 Superior dispone: “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. (…) En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos.”

Adicionalmente, en la base argumentativa que sustenta la tutela contra las providencias judiciales, se ha reiterado constantemente que en virtud del denominado defecto sustantivo, la autonomía judicial y la intangibilidad de las decisiones queda invalidada cuando “(…) la existencia de una falencia o yerro en una providencia judicial, originada en el proceso de interpretación o aplicación de las disposiciones jurídicas al caso sometido al conocimiento del juez. Para que el defecto dé lugar a la procedencia de la acción de tutela, debe tratarse de una irregularidad de tal identidad, que lleve a la emisión de un fallo que obstaculice o lesione la efectividad de los derechos constitucionales.”

Así pues, a partir del alcance del defecto sustantivo el juez de tutela queda legitimado para retirar aquellas decisiones que, como en este caso: (a) carecen de la suficiente justificación para apartarse de una jurisprudencia de unificación vigente y (b) trasladen el régimen jurídico incorrecto al cálculo de una prestación. 

(v) Recalco que no existe pronunciamiento de unificación que permita privilegiar un esquema interpretativo en perjuicio del régimen exceptuado concedido a los docentes. Considero que el auto de 31 de octubre de 2018, dictado por la Sección Segunda dentro del expediente con radicado 2015-569-01, con el que se avoca conocimiento de un caso de “IBL de docente oficial”, no constituye una fuente que legitime el desconocimiento de la sentencia del 4 de agosto de 2010. 

(vi) Ni siquiera el hecho de haber proferido la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018 permite cambiar o “recoger” el esquema de decisión que había adoptado la Sección Quinta sobre el régimen de liquidación de las pensiones de los docentes oficiales. Esto por cuanto en el fallo citado se advirtió categóricamente lo siguiente:

“95. La Sala Plena considera importante precisar que la regla establecida en esta providencia, así como la primera subregla, no cobija a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues fueron exceptuados del Sistema Integral de Seguridad Social por virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y su régimen pensional está previsto en la Ley 91 de 1989. Por esta razón, estos servidores no están cobijados por el régimen de transición.” (Negrillas fuera del texto original).

Es un deber de las altas Corporaciones judiciales velar por la estabilidad y coherencia del sistema jurídico, lo que implica que la modificación de un planteamiento debería estar sustentado en: una distinción sustancial de los fundamentos de hecho de los casos concretos, la reforma legal o constitucional aplicable al asunto, o la identificación de una mejor fórmula de arreglo de determinado conflicto, en la que quede en evidencia que la nueva postura satisface categóricamente de mejor manera los valores constitucionales bajo estudio. Flexibilizar estas condiciones, implica permitir que los jueces de menor jerarquía puedan separarse fácil e, inclusive, arbitrariamente, de las sentencias proferidas por los órganos de cierre.

En los anteriores términos, dejo presentado mi salvamento de voto.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada
� La demanda interpuesta en ejercicio de la acción de tutela se presentó el 22 de agosto de 2018 ante la Secretaría General del Consejo de Estado. 


� Folio 20. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Sentencia de 4 de agosto de 2010, C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila, rad. 25000-23-25-000-2006-07509-01. 


� Consejo de Estado, Sección Quinta, con ponencia del Dr. Alberto Yepes Barreiro, dentro del expediente 11001031500020170189800.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta, con ponencia de la Dra. Stella Jeammette Carvajal Basto, dentro del expediente 11001031500020170126700.


� Consejo de Estado, Sección Quinta, con ponencia de la Dra. Rocío Araújo Oñate, dentro del expediente 11001031500020180038900.


� Decisión notificada el 8 de noviembre de 2018 (folios 85 a 91).


� Recurso interpuesto el 13 de noviembre de 2018 y la notificación de la sentencia de primera instancia fue el 8 del mismo mes y año, por lo que se encuentra presentado en término.


� Copia de la providencia fue remitida vía e-mail e 3 de diciembre de 2018, visible en los folios 113 a 123 del expediente.


� Sala Plena del Consejo de Estado. Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. C. P.: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra de páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado. 


� Ibídem.


� Entre otras en las T-949 del 16 de octubre de 2003, T-774 del 13 de agosto de 2004 y       C-590 de 2005.


� Ver entre otras, Consejo de Estado, Sentencias del 13 de diciembre de 2018. C.P. Rocío Araújo Oñate. Rad. 11001-03-15-000-2018-02632-01, Rad. 11001-03-15-000-2018-01853-01; CP. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.


� Ver Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Expediente 11001-03-15-000-2017-00901-01. Actora: Magda Nydia Escudero García. C.P.: Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.


� Consejo de Estado, Sentencia del 6 de septiembre de 2017. C.P. Alberto Yepes Barreiro. Rad. 11001-03-15-000-2017-01898-00


� Consejo de Estado, Sentencia del 23 de noviembre de 2017. C.P. Rocío Araújo Oñate. Rad. 11001-03-15-000-2017-02760-00


� Consejo de Estado, Sección Segunda, - Subsección “B”. Sentencia del 26 de julio de 2012. C.P. VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA Rad. 250002325000200900083 01.- “Ahora bien, por disposición del artículo 3° del Decreto 2277 de 1979, los educadores que prestan sus servicios en entidades oficiales del orden Nacional, Departamental, Distrital, y Municipal, son empleados oficiales de régimen especial. La especialidad del régimen comprende aspectos de administración de personal, situaciones administrativas, ascenso de los educadores, entre otros. 


En efecto, los docentes oficiales han disfrutado de algunas prerrogativas, como la posibilidad de recibir simultáneamente pensión y sueldo (Decreto 224 de 1972, artículo 5°), algunos gozan de la denominada pensión gracia (Leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1933), prestaciones que reiteran las Leyes 91 de 1989, 100 de 1993, artículo 279 y 115 de 1994, artículo 115, lo que permite aceptar que, de alguna manera, gozan de un régimen especial en materia salarial y prestacional.


No obstante lo anterior, en materia de pensión ordinaria de jubilación los docentes no disfrutan de ninguna particularidad en su tratamiento de acuerdo con las normas que regulan su actividad.”


� “Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1. de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:





1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.





Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero de 1990, para efecto de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” (Negrillas fuera de texto).


� Ver entre otras, la sentencia del Consejo de Estado - Sección Segunda, - Subsección “B”. Sentencia del 26 de julio de 2012. C.P. VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA Rad. 250002325000200900083 01.


�Sentencia del 19 de febrero de 2015, Consejo de Estado, Sección Quinta, con ponencia del magistrado  Alberto Yepes Barreiro, expediente 2013-02690-01.


� Asimismo, cabe anotar que la sentencia de unificación de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta Colegiatura del 28 de agosto de 2018, dictada dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho número 52001-23-33-000-2012-00143-01, reformuló su criterio respecto de la regla contenida en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 emanada de la Sección Segunda, de la cual se alega el desconocimiento. 


	


En la mencionada sentencia se fijaron reglas sobre los factores que se deben tener en cuenta para liquidar las pensiones en el régimen especial previsto en las Leyes 33 y 62 de 1985, en el sentido que sólo se incluyen aquellos sobre los cuales se haya efectuado aporte o cotización, no obstante, en dicho proveído se advirtió que aquellas no cobijaban «…a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio».


� Actualmente en sede de tutela, las Secciones Primera y Segunda, no amparan los derechos deprecados en este tipo de asuntos. Ver entre otros, radicados número 11001-03-15-000-2018-02109-01, noviembre 19 de 2018, CP Roberto Augusto Serrato Valdés y 11001-03-15-000-2018-03531-00 del 21 de noviembre de 2018, CP. Sandra Lisset Ibarra Vélez


� Radicado número 68001-23-33-000-2015-00569-01, auto del 31 de octubre de 2018, C.P. César Palomino Cortés.


� Acción de tutela incoada por Fanny Acosta Santacruz contra  el Tribunal Administrativo de Nariño Sala de Decisión Oral


� Corte Constitucional, Sentencia T-328 del 13 de agosto de 2018, M.P. Cristina Pardo Schlesinger


� Corte Constitucional. Sentencia C-493 de 2015. MP María Victoria Calle Correa. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 96 de la Ley 1593 de 2012.


� Ver Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Expediente 11001-03-15-000-2017-00901-01. Actora: Magda Nydia Escudero García. C.P.: Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.


� Consejo de Estado, Sentencia del 6 de septiembre de 2017. C.P. Alberto Yepes Barreiro. Rad. 11001-03-15-000-2017-01898-00


� Consejo de Estado, Sentencia del 23 de noviembre de 2017. C.P. Rocío Araújo Oñate. Rad. 11001-03-15-000-2017-02760-00


� Al respecto se pueden consultar las sentencias del i) 23 de agosto de 2018,  Radicación número: 110010315000201802522-00, Actor: José Fernando Villa Ríos. C.P. Carlos Enrique Moreno Rubio, ii) 25 de octubre de 2018 Radicación número: 11001031500020180347900. Actor: Jorge Eliécer Gaviria Salazar. C.P. Rocío Araújo Oñate, iii) 25 de octubre de 2018, Radicación número: 11001031500020180360000. Actor: Rodrigo Flórez Ramírez C.P. Carlos Enrique Moreno Rubio y, iv)  31 de octubre de 2018, Radicación número: 11001031500020180359600. Actora: Inés Botero Henao. C.P. Rocío Araújo Oñate.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ. 24 de enero de 2019. Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02369-01. Accionante: CIELO DE LA TRINIDAD RIVERA RAMÍREZ. Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RISARALDA. 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Magistrado ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO. 14 de febrero de 2019. Radicación número: 11001-03-15-000-2018-03402-01. Accionante: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN. Demandados: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER


� En esa sentencia se indicó lo siguiente: “4. La Carta Política no establece diferenciaciones dentro del universo de los pensionados. Por el contrario, consagra la especial protección de las pensiones y de las personas de la tercera edad. No obstante, el legislador puede diseñar regímenes especiales para determinado grupo de pensionados, siempre que tales regímenes se dirijan a la protección de bienes o derechos constitucionalmente protegidos y  no resulten discriminatorios. Es el caso del establecimiento de un régimen pensional especial para la protección de los derechos adquiridos por un determinado sector de trabajadores.


El respeto por los derechos adquiridos reviste aún mayor fuerza en tratándose de derechos laborales, pues el trabajo y la seguridad social gozan de una especial protección por parte de la Carta. Por este motivo, es razonable excluir del régimen general de seguridad social a aquellos sectores de trabajadores y pensionados que, gracias a sus reivindicaciones laborales, han obtenido beneficios mayores a los mínimos constitucional y legalmente protegidos en el régimen general.  


5. Por las razones anteriores la Corte considera que el establecimiento de regímenes pensionales especiales, como aquellos señalados en el artículo 279 de la Ley 100, que garanticen en relación con el régimen pensional, un nivel de protección igual o superior, resultan conformes a la Constitución, como quiera que el tratamiento diferenciado lejos de ser discriminatorio, favorece a los trabajadores a los que cobija. Pero si se determina que al permitir la vigencia de regímenes especiales, se perpetúa un tratamiento inequitativo y menos favorable para un grupo determinado de trabajadores, frente al que se otorga a la generalidad del sector, y que el tratamiento dispar no es razonable, se configuraría un trato discriminatorio en abierta contradicción con el artículo 13 de la Carta.”


� Corte Constitucional, sentencia SU 241 de 2015






